El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:


Auto  – 26 de julio de 2017 – Revoca sanción
Proceso: 



Tutela – Incidente de desacato - Consulta
Radicación Nro. :
  

66001-31-03-002-2016-00166-01
Accionante:


Romelia Toro Gómez.

Accionado:


Fiduprevisora SA.

Magistrado Sustanciador:  

Claudia María Arcila Ríos
Temas: 



PETICIÓN – CUMPLIMIENTO TARDÍO - REVOCA – “En el asunto bajo estudio, como ya se indicara, mediante fallo  del 21 de abril de 2016 se ordenó a la Presidente de la Fiduprevisora brindar respuesta precisa, clara y de fondo a la solicitud elevada por la actora el 17 de noviembre de 2015, relacionada con el cumplimiento de sentencia proferida por la justicia contenciosa administrativa.

4. Ante la manifestación de la parte demandante de no haberse cumplido tal orden y la ausencia de pruebas que demostraran lo contrario, se abrió el incidente. Luego, se dictó la providencia objeto de consulta.

5. Sin embargo, en esta sede, la entidad accionada acreditó que dio cumplimiento a la orden impartida en el fallo de tutela, como quiera que mediante comunicación del 5 de julio último, abogada de la Vicepresidencia Jurídica de la Fiduprevisora le informó a los apoderados de la accionante que, una vez corregidas las falencias en que incurrió la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, la entidad que representa aprobó el proyecto de acto administrativo de ajuste de pensión de jubilación, ordenada por “fallo contencioso”, y aquel mismo día procedió devolver el expediente pensional al ente territorial para que este realizara el trámite posterior respectivo, a saber expedición, notificación y remisión del acto administrativo, esto último junto con constancia de ejecutoria, para efectos del efectuar el pago reconocido, de acuerdo con el Decreto 2831 de 2005 . 

Esta respuesta fue remitida al correo electrónico de la apoderada de la accionante”
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL - FAMILIA


Magistrada Sustanciadora: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, julio veintiséis (26) de dos mil diecisiete (2017)


Expediente No. 66001-31-03-002-2016-00166-01
Resuelve esta Sala sobre la consulta del auto proferido por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el pasado 14 de junio, por medio del cual sancionó a la Dra. Sandra Gómez Arias, Presidente de la Fiduprevisora SA, con arresto de tres días y multa de tres salarios mínimos legales mensuales, como responsable del desacato a un fallo de tutela.

A N T E C E D E N T E S

1. Mediante sentencia del 21 de abril de 2016, el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira concedió el amparo solicitado por la señora Romelia Toro Gómez y ordenó a la Presidente de la Fiduprevisora que, en el término de quince días, brindara respuesta clara, precisa y de fondo a la solicitud elevada por la accionante el 17 de noviembre de 2015.
Según el contenido de esa reclamación, la cual obra a folios 7 y 8 del cuaderno principal, la actora pretende se dé cumplimiento a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Administrativo de Descongestión de Pereira, el 4 de octubre de 2013, confirmada por el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda, por medio del cual se ordenó el reajuste de su pensión de jubilación, y se liquiden y paguen los intereses moratorios, sumas todas estas que deben ser tasadas de conformidad con el artículo 187 del CPACA.   

2. El 17 de mayo pasado el apoderado de la demandante informó que tal orden no se había cumplido y solicitó requerir a la Secretaría de Educación del Departamento de Risaralda con el objeto de que enviara a la Fiduprevisora las actuaciones administrativas necesarias para esta última obedeciera el fallo de tutela. 
3. Por auto del 17 del mes citado se ordenó requerir a la Presidente de la Fiduprevisora con el fin de que informara las razones por las cuales no había acatado el mandato judicial. 
Por otra parte, se consideró improcedente iniciar el trámite incidental frente a la Secretaría de Educación de Risaralda porque en la sentencia de tutela se dispuso su desvinculación debido a la carencia actual de objeto por hecho superado declarado frente a esa entidad.
4. Se pronunció el Vicepresidente del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para solicitar se abstuviera de imponer sanción por desacato y se requiriera a la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda para que subsanara el proyecto de acto administrativo expedido con ocasión a la reclamación elevada por la actora, requisito indispensable para definir el asunto, de conformidad con las competencias atribuidas en el Decreto 2831 de 2005. 
5. Mediante proveído del pasado 31 de mayo se dispuso dar apertura al incidente de desacato contra la Presidente de la Fiduprevisora SA a quien se le concedió el término de tres días para que ejerciera su derecho de defensa e incorporara las pruebas que pretendiera hacer valer. 
6. El 12 de junio siguiente el Vicepresidente del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio reiteró aquellas peticiones.

7. El 14 de ese mismo mes el juzgado de conocimiento, sin decretar prueba alguna, dictó el auto motivo de consulta.  
8. En esta sede, mediante auto del 30 de junio último, se puso en conocimiento de las partes la nulidad configurada por la pretermisión del periodo probatorio, con la advertencia de que si no la alegaban dentro del término de los tres días, quedaría saneada de conformidad con los artículos 136 y 137 del Código General del Proceso. Ante su silencio, se produjo la consecuencia señalada.

9. El Gerente Jurídico de la Fiduprevisora se pronunció para alegar otro tipo de circunstancias, algunas de las cuales ya habían sido planteadas por el Vicepresidente del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, a las que agregó que en este caso se presentó un hecho superado, toda vez que mediante oficio de 5 de mayo de 2016, informó a la actora las razones por las cuales no se había podido resolver sobre su petición. 
De otro lado indicó que, según su base de datos, el 30 de junio de 2017 la Secretaría de Educación remitió el proyecto de acto administrativo “contentivo de fallo contencioso de ajuste de pensión de jubilación”; frente a este la Fiduprevisora procedió a impartirle aprobación ese mismo día y el 5 de julio se devolvió para efecto de su expedición por el ente territorial.  
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El objeto de la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando resulten vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que señale la ley. Por medio de esa especial acción se profieren órdenes de inmediato e ineludible cumplimiento para obtener que se repare el orden constitucional quebrantado por la violación de un derecho de aquella naturaleza.

2. El incidente por desacato previsto en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 consagra una sanción inmediata y efectiva para el caso de la desobediencia del mandato constitucional proferido por el juez de tutela, la que debe ser impuesta por medio de un trámite especial que garantice los derechos de defensa y el debido proceso, para aquel de quien se afirma ha incurrido en la desobediencia. 

La misma disposición dice que la persona que incumpliere una orden de un Juez proferida con base en ese decreto, incurrirá en desacato sancionable con arresto hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios mínimos mensuales, salvo que en ese decreto ya se hubiere señalado una consecuencia jurídica distinta y sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar.

El artículo 27 del Decreto 2591 de 1991, que otorga facultades al juez para obtener el cumplimiento del fallo, dice en su parte pertinente:

“Cumplimiento del fallo. Proferido el fallo que concede la tutela, la autoridad responsable del agravio deberá cumplirlo sin demora.

“Si no lo hiciere dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, el juez se dirigirá al superior del responsable y le requerirá para que lo haga cumplir y abra el correspondiente procedimiento disciplinario contra aquél...”.

3. En el asunto bajo estudio, como ya se indicara, mediante fallo  del 21 de abril de 2016 se ordenó a la Presidente de la Fiduprevisora brindar respuesta precisa, clara y de fondo a la solicitud elevada por la actora el 17 de noviembre de 2015, relacionada con el cumplimiento de sentencia proferida por la justicia contenciosa administrativa.
4. Ante la manifestación de la parte demandante de no haberse cumplido tal orden y la ausencia de pruebas que demostraran lo contrario, se abrió el incidente. Luego, se dictó la providencia objeto de consulta.

5. Sin embargo, en esta sede, la entidad accionada acreditó que dio cumplimiento a la orden impartida en el fallo de tutela, como quiera que mediante comunicación del 5 de julio último, abogada de la Vicepresidencia Jurídica de la Fiduprevisora le informó a los apoderados de la accionante que, una vez corregidas las falencias en que incurrió la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, la entidad que representa aprobó el proyecto de acto administrativo de ajuste de pensión de jubilación, ordenada por “fallo contencioso”, y aquel mismo día procedió devolver el expediente pensional al ente territorial para que este realizara el trámite posterior respectivo, a saber expedición, notificación y remisión del acto administrativo, esto último junto con constancia de ejecutoria, para efectos del efectuar el pago reconocido, de acuerdo con el Decreto 2831 de 2005
. 

Esta respuesta fue remitida al correo electrónico de la apoderada de la accionante
.

6. Significa lo anterior que los derechos vulnerados a la demandante se encuentran satisfechos en la actualidad. 

7. No obstante que la orden contenida en la sentencia se acató por fuera del término otorgado con tal fin, se revocará el auto objeto de consulta y se abstendrá la Sala de imponer sanción alguna, de acuerdo con lo enseñado por la Corte Constitucional, que el objeto del incidente por desacato no es el de imponer sanciones, sino obtener el cumplimiento de la orden dada. Así, ha dicho: 

“35. Entonces, el desacato es un mecanismo de creación legal “que procede a petición de la parte interesada, a fin de que el juez constitucional en ejercicio de sus potestades disciplinarias sancione con arresto o multa a quien con responsabilidad subjetiva desatienda las órdenes proferidas mediante sentencias que buscan proteger los derechos fundamentales”. Así, el desacato ha sido entendido “como una medida que tiene un carácter coercitivo, con la que cuenta el juez constitucional para conseguir el cumplimiento de las obligaciones que emanan de sentencias de tutela”. En otras palabras, “el principal propósito de este trámite se centra en conseguir que el obligado obedezca la orden impuesta en la providencia originada a partir de la resolución de un recurso de amparo constitucional”. Por esa razón, “la finalidad del mencionado incidente no es la imposición de una sanción en sí misma, sino que debe considerarse como una de las formas de buscar el cumplimiento de la respectiva sentencia”
…”
 
En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,  

R E S U E L V E 

REVOCAR el auto consultado, proferido por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 14 de junio último, en la acción de tutela instaurada por la señora Romelia Toro Gómez. En su lugar, se abstiene de sancionar a la Dra. Sandra Gómez Arias, Presidente de la Fiduprevisora SA, por el incumplimiento a la orden impuesta en el fallo de tutela.
Notifíquese y cúmplase, 

La Magistrada,

                          CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Folios 33 a 39 de este cuaderno 


� Folio 40 de este cuaderno


� Sentencia T-171 de 2009


� Sentencia T-633 de 2013
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